PROYECTO DE COMUNICACIÓN

PEDIDO DE INFORMES


La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe, vería con agrado que el Poder Ejecutivo Provincial a través de la Subsecretaría de Justicia y Culto, dependiente de la Secretaría de Gobierno del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, solicite informes y copias de la documentación pertinente a la Secretaría de la Corte Suprema de Justicia de la Provincia, según el siguiente detalle:

1- Informe sobre el Sr. Juez de PRIMERA INSTANCIA DE DISTRITO EN LO PENAL DE FALTAS, Dr. HECTOR ENRIQUE VALLI, los antecedentes que registra en su legajo personal, en cuanto a la fecha de ingreso, cargos desempeñados, licencias extraordinarias concedidas en los últimos 10 (diez) años y sanciones disciplinarias, si se le hubieren aplicado, indicando fecha y motivo.

2- Informe si existen sumarios o denuncias realizadas contra su persona, en su caso conclusión de los mismos y todo tipo de antecedentes relacionados con antigüedad, trayectoria dentro de la justicia, matrícula, etc, como así también la información obrante sobre su actuación, en los registros creados por Acuerdo de la Corte Suprema de Justicia del 14/02/91, Acta Nº 5, Pto. 12; es decir, nulidades tanto de los decisorios (sentencias, autos de procesamiento, autos interlocutorios y otras resoluciones) como en el trámite de causas y sanciones impuestas, alertas, advertencias, recomendaciones y/o llamados de atención efectuados y en su caso los motivos de los mismos.

3- Informe el resumen anual de estadísticas correspondiente al Juzgado de Primera Instancia de Distrito en lo Penal de Faltas de la 1ª Circunscripción (Santa Fe), desde la fecha de la toma de posesión del cargo por el Sr. Juez Héctor Enrique Valli, hasta la actualidad, detallando:
a- cantidad de causas iniciadas en cada año,

b- cantidad de expedientes en trámite (total y por año)

c- cantidad de Expedientes en Secretaría (actual y por cada año anterior),

d- cantidad de Expedientes en poder de los Ministerio Públicos y de las partes (actual y por cada año anterior),

e- cantidad de expedientes a fallo (actual y por cada año anterior),

f- cantidad de expedientes reservados o paralizados (actual y por cada año anterior),

g- cantidad de expedientes remitidos al Archivo (hasta la actualidad),

h- cantidad de Resoluciones dictadas por año,

i- cantidad de sentencias dictadas en causas con controversia por año,

j- cantidad de sentencias dictadas en expedientes seguidos en rebeldía por año,

k- cantidad de autos definitivos por año,

l- cantidad de regulaciones de honorarios por año,

m- cantidad de otras resoluciones, excluidas las regulaciones de honorarios, por año,

n- cantidad de resoluciones declarando de oficio la caducidad del proceso, por año,

o- cantidad de expedientes a fallo en término,

p- cantidad total de expedientes a fallo con plazo vencido,

q- cantidad de expedientes a fallo con plazo vencido sin pronto despacho,

r- cantidad de expedientes a fallo con plazo vencido con pronto despacho,

s- nómina de expedientes a fallo (debe adjuntarse nómina de los mismos por separado, especificándose carátula del proceso, número, año de registro y fecha de pase a resolución),

t- cantidad de pedidos de pronto despacho interpuestos por año,
u- cantidad de causas iniciadas en los últimos 10 años por infracción a lo dispuesto en el artículo 57 del Código de Faltas, indicando el desarrollo del proceso en las mismas en cuanto a las etapas procesales cumplidas, y la resolución final, caducidad, o archivo de las mismas.

4- Informe, en base a las causas tramitadas en los últimos 5 (cinco) años, la cantidad de días que en promedio transcurren entre que se recibe una denuncia de competencia del Juzgado de Primera Instancia de Distrito en lo Penal de Faltas de la 1ª Circunscripción (Santa Fe), y se cita a los presuntos imputados para tomarles Declaración Indagatoria, cuando esta etapa del proceso ha podido concretarse.
FUNDAMENTACIÓN

Sr. Presidente:


Lamentablemente asistimos una vez más a un episodio que desnuda las serias falencias institucionales que presenta el Poder Judicial de la Provincia, que es uno de los poderes fundamentales sobre los que sustenta el estado de derecho que debe reinar en una democracia.


Lejos de sentir que se “administra justicia” en nuestra provincia observamos casos que por su gravedad y magnitud, nos obligan a pensar seriamente en la transformación inmediata de la estructura del Poder Judicial, para poder superar cierto grado de indefensión y arbitrariedad que parece instalarse en el ánimo de los ciudadanos.

Este es el caso del tratamiento judicial de las consecuencias que la terrible inundación del Río Salado en el año 2.003, en la ciudad de Santa Fe, puesto que por un lado observamos una inexplicable morosidad en la tramitación de la causa iniciada a fin de determinar las responsabilidades de los funcionarios actuantes en el momento de producirse la catástrofe; y por otro se ha dado una inusitada celeridad procesal para tomar declaración indagatoria en el juzgado único de faltas de la ciudad de Santa Fe a dos personas acusadas de infringir lo dispuesto en el art. 57 del Código de Faltas, y que no han hecho otra cosa que reclamar pacíficamente por “Justicia” en la determinación de los responsables de la tragedia que señalamos y que los tiene como víctimas.


La abogada de dos integrantes de la denominada “Marcha de las Antorchas”, que es una de las organizaciones que reúne a las víctimas de las inundaciones en abril y mayo de 2003 en la capital provincial, dio a conocer detalles de lo que consideró una persecución política de la cual sería parte el Poder Judicial, sosteniendo que “no se puede entender sino como una persecución política” la causa judicial en contra de Héctor San Agustín y Graciela García. “Tribunales tiene muchas causas pendientes y sorprende que pongan tanta maquinaria judicial por este hecho”, sostuvo la abogada, quien hizo referencia a la indagatoria que un juez santafesino le tomó la semana pasada a San Agustín y García y a un escrito que el secretario de la Corte Suprema, Eduardo Borda, le giró al mismo juez en el que le sugiere que “tenga presente un informe de la Guardia Policial del Palacio de Tribunales, donde narraba los hechos ocurrido el 15 de abril”.

“Ese día un grupo de integrantes de la Marcha de las Antorchas se movilizó hasta Tribunales y luego ingresó al subsuelo para entregar un escrito al juez de la causa inundaciones. Como no pudo ser entregado, se hizo la lectura en voz alta en los pasillos de Tribunales y luego se retiraron sin provocar ningún disturbio. Pero tampoco la guardia policial jamás les pidió que se vayan”, contó Puyol a el matutino rosarino “El Ciudadano”.

Lo cierto es que el juez Héctor Valli tomó declaración indagatoria a San Agustín y García la semana pasada. La inusual medida fue tomada en base al artículo 57 del Código de Faltas que hace referencia a “…incumplimiento de las normas legales y de seguridad en edificios públicos”.

Puyol se quejó porque otra de las particulares decisiones del juez Valli fue solicitar al Ente de la Reconstrucción de Santa Fe que informe si los dos manifestantes habían recibido subsidios por los daños provocados por la inundación.


En resumen, la justicia santafesina abrió una causa a un grupo de víctimas del río Salado que hace cuatro meses se manifestó en forma pacífica en el Palacio de Tribunales para pedir juicio y castigo a los responsables de la catástrofe del 29 de abril de 2003. El juez de Faltas, Héctor Valli, ya indagó a dos de los manifestantes por supuesto "incumplimiento de normas legales y de seguridad en edificios públicos", lo que les puede costar quince días de arresto o una multa de 600 pesos a cada uno. "Estamos siendo perseguidos. Esto es una persecución política. Si los que tienen que administrar justicia convierten el derecho de los ciudadanos a pedir justicia en un delito, estamos perdidos", denunció la líder de la Marcha de las Antorchas, Graciela García, una de las imputadas que ya estuvo detenida hace un año y medio cuando otro juez Correccional, Orlando Pascua, ordenó el allanamiento de la Carpa Negra de la Memoria y Dignidad. El otro indagado es Héctor Sanagustín. La investigación judicial fue impulsada por el secretario de Gobierno de la Corte Suprema de Justicia, Eduardo Bordas, y el juez Valli pidió informes al Departamento de Inteligencia de la Policía (el tristemente célebre D2) y al Ente de la Reconstrucción para saber si los manifestantes eran inundados y si habían cobrado el subsidio que, uno de los casos, apenas llegó a los 2.800 pesos.


Cuatro meses después, el juez Valli llamó a indagatoria a dos de los manifestantes por supuesto "incumplimiento de las normas legales", el artículo 57 del Código de Faltas que prevé arresto de hasta 15 días o multas de hasta 600 pesos. La causa fue impulsada por el propio secretario de Gobierno de la Corte Suprema de Justicia -el superior de Freyre-, quien solicitó al doctor Valli que "tenga presente un informe de la Guardia Policial, donde narraba los hechos ocurrido el 15 de abril".


A todas luces, el Juez de Faltas de Santa Fe, aparece como al menos sospechoso de haber sido influido por el poder político para dar un avance tan decidido y eficaz a una causa realmente insignificante. De comprobarse esto, deberemos analizar seriamente si no ha incurrido en un mal desempeño de su cargo, causal suficiente para su remoción.

En tal sentido, es importante contar con la información suficiente para evaluar la actuación del Dr. Valli, dentro del Poder Judicial, y realizar un seguimiento de su labor para poder considerar si existen elementos suficientes para la conformación de un tribunal de enjuiciamiento, según las causales previstas en el artículo 7 de la ley Provincial Nº 7.050, que podría conducir a la separación de su cargo.


Por tal motivo, solicito a mis pares, me acompañen en la sanción del presente proyecto de Comunicación.
